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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 17 
de mayo de 2007, ha examinado  
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. xxxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 El día 25 de abril de 2007 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx debido a los daños sufridos a causa de una caída en una piscina 
municipal. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 30 de abril de 
2007, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 384/2007, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
 

Primero.- Con fecha 19 de junio de 2006, D. xxxxx presenta en el 
registro general del Ayuntamiento de xxxxx un escrito en el que reclama los 
daños y perjuicios sufridos a consecuencia de una caída en las piscinas 
municipales de xxxxx, cuando actuaba como juez-árbitro en una competición. 
Según manifiesta en el escrito de reclamación, los hechos sucedieron del 
siguiente modo: 
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  “El pasado día 5 de febrero de 2006, en horas de la mañana y 
mientras actuaba como juez árbitro en una competición de natación que se 
celebraba en las instalaciones municipales de la Piscina de xxxxx, sufrí una 
fuerte caída a consecuencia del estado resbaladizo del piso, que no reunía las 
condiciones mínimas de seguridad exigibles. El impacto afectó principalmente al 
lado izquierdo, hombro y dorso; y fue tal su intensidad que me produjo incluso 
un síncope. 
 
  »Tras el accidente, y atendido en el Hospital de xxxxx a las 11,50 
h del mismo día, se mantuvo ingresado en observación hasta 6 de febrero de 
2006, fecha en la que se emitió un informe dictaminando traumatismo costal, 
con fractura del 5º arco costal izquierdo y fisura del 11º arco pleno posterior, y 
pasando a la situación de baja con tratamiento ambulatorio. 
 
  »Como consecuencia de la caída, y aparte del día ingresado, 
estuve de baja desde el día siguiente a la misma, el 6 de febrero, hasta el 28 
de abril de 2006, es decir un total de 82 días (23 días de febrero, 31 días de 
marzo y 28 días de abril). 
 
  »Por otro lado formulé denuncia ante el Juzgado de Guardia (el de 
Instrucción nº 3 de xxxxx), lo que dio lugar a las Diligencias Previas del 
procedimiento Abreviado xxxxx del Juzgado de Instrucción Nº 1 de xxxxx y que 
fueron sobreseídas por Auto del 26 de abril de 2006”. 
 
 Propone prueba testifical, pero sin señalar en el escrito de reclamación 
quiénes serán éstos, limitándose a decir que se interesa del Ayuntamiento que 
le dé traslado del día, hora y lugar en que se ha de practicar dicha prueba 
testifical para que se pueda avisar a los testigos que tenga a bien presentar. 
 
 Acompaña a su escrito de reclamación la siguiente documentación: 
 
  - Informe del Servicio de Urgencias de 5 de febrero de 2006 
(documento nº 1). 
 
  - Partes de alta y baja (documentos nº 2 y nº 3). 
 
  - Denuncia ante el Juzgado de Guardia; el de Instrucción nº 3 de 
xxxxx (documento nº 4). 
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  - Auto de 26 de abril de 2006 de sobreseimiento del 
procedimiento abreviado xxxxx del Juzgado de Instrucción nº 1 de xxxxx. 
 
 Solicita una reclamación de 4.978,80 euros, sin perjuicio de otros gastos 
y perjuicios ahora no detallados, pero señalando que con posterioridad los 
podrá justificar documentalmente. 
 
 Así, solicita 4.080,80 euros por los días de baja: 60,34 euros por 1 día de 
baja con hospitalización y 4.020,46 euros por los días de baja impeditivos (82 
días x 49,03 euros). A ello añade 898 euros por factores de corrección 
(porcentaje aumento por perjuicios económicos en base a los ingresos anuales: 
22% sobre 4.080,80 euros). 
 
 Segundo.- El 20 de junio de 2006 se notifica al interesado por parte del 
Ayuntamiento que su reclamación seguirá los trámites previstos en el 
Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia 
de responsabilidad patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 
de marzo. 
 

Tercero.- Con fecha 20 de junio de 2006, el Ayuntamiento solicita al 
gerente de las instalaciones deportivas un informe sobre las circunstancias en 
las que se produjo el incidente y si las condiciones del pavimento donde se 
realizaban las pruebas de natación eran correctas. Dicha petición es reiterada el 
16 de octubre de 2006. 
 

Con fecha de 18 de octubre de 2006 el Jefe de Gestión Superior de 
Deportes emite un informe, en el que se hace constar lo siguiente: 
 

 “1º.- La Federación de Natación es quien supervisa el correcto 
desarrollo de las pruebas y montaje de las competiciones y ningún miembro de 
la Federación o juez, ni antes ni después de la competición del día 5 de febrero 
de 2006, han manifestado ninguna deficiencia en la instalación. 
 

 »2º.- Según el parte remitido por el encargado D. zzzzz de la 
Instalación municipal de xxxxx, se hace limpieza diaria por parte de la empresa 
qqqqq, en las distintas dependencias como son entre otras vestuarios, servicios, 
bordes, canaletas, aulas, pasillos, almacenes, y concretamente la zona donde 
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resbaló el mencionado juez-árbitro, estaba limpia y seca al inicio de la 
competición. 
 

 »No obstante, la naturaleza de la prueba produce desbordamiento 
del agua hacia las canaletas y baldosas estando estas húmedas durante la 
competición y siendo el calzado que utilizan los árbitros diferentes al que usan 
el resto de usuarios y competidores (zapatillas de piscina). El calzado de goma 
según acredita el encargado de la Instalación llevaba el mencionado juez, es 
inadecuado en dicha zona pudiendo ser la causa de la caída. 
 

 »Por todo lo anteriormente expuesto y en base a los partes tanto 
del encargado como de la empresa de limpieza, la caía sufrida por el Sr. xxxxx 
no se puede imputar ni al mal estado de la instalación, ni tampoco a la falta de 
limpieza sino más bien al hecho causal producido por el calzado de goma y la 
humedad propia del desarrollo de la prueba, siendo esta última imposible de 
eliminar debido a la propia naturaleza de la prueba”. 
 
 Cuarto.- El 24 de enero de 2007, se acuerda dar trámite de audiencia al 
interesado, efectuando alegaciones el 14 de febrero de 2007, donde reitera los 
argumentos de la reclamación y eleva la demanda de indemnización a 8.978,80 
euros. 
 

Quinto.- Con fecha 23 de marzo de 2007, la técnico adjunta al Jefe de 
Servicio de Asuntos Económicos formula informe en el que se desestima la 
petición de responsabilidad patrimonial, al considerar que no existe relación de 
causalidad entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio público. 
 

Este Consejo entiende, por economía procesal, que puede admitirse 
como propuesta de resolución de la Junta de Gobierno Local para la adopción 
del acuerdo correspondiente, una vez recibido el informe preceptivo del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. 
 
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 
 

 4



 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla B), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en el interesado los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde a la Junta de Gobierno Local, en virtud de 
la delegación de competencias efectuada por el Alcalde del Ayuntamiento, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 
artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. No constando el 
mencionado acuerdo de delegación en el expediente remitido a este Órgano 
Consultivo, es de suponer que la delegación de competencias efectuada reúne 
todos los requisitos previstos en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
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La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 
 5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
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presentada por D. xxxxx, por los daños sufridos a causa de una caída en la 
piscina municipal de xxxxx. 
 
 El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. En 
efecto, el suceso aconteció el 5 de febrero de 2006 y la reclamación se 
presentó el 19 de junio de 2006, dentro, pues, del plazo legalmente establecido 
para ello. 
 

En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, reproducido, prácticamente de forma 
literal, por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2568/86, de 28 de noviembre. 
 

Por su parte, es preciso poner en relación el artículo 85 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, que declara que son servicios públicos locales cuantos tiendan a 
la consecución de los fines señalados como de la competencia de las entidades 
locales, con el artículo 25.2.m) de dicha norma, que declara que el municipio 
ejercerá en todo caso competencia en lo relativo a “actividades o instalaciones 
culturales y deportivas; ocupación del tiempo libre; turismo”. 
 

En el caso que nos ocupa, comprobadas la realidad y certeza del daño 
patrimonial sufrido por el reclamante como consecuencia de la caída que sufrió 
en la piscina municipal, es preciso entrar a determinar si el expresado daño ha 
sido o no consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio 
público, presupuesto indispensable para el nacimiento de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración, conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre. 
 
 El Tribunal Supremo, en Sentencia de 5 de junio de 1998, señala que la 
prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por parte 
de aquélla de la infraestructura material no implica que el vigente sistema de 
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responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas conviertan 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda 
producirse con independencia del actuar del administrado, porque de lo 
contrario, aquél se transformaría en un sistema providencialista no contemplado 
en nuestro ordenamiento jurídico. 
 

La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, existe una conexión causa-efecto 
directa, inmediata y exclusiva entre el evento dañoso y la actividad de la 
Administración. 
 

La jurisprudencia establece (Sentencias del Tribunal Supremo de 17 de 
diciembre de 1998 y de 16 de enero de 1996, entre otras) que “la prueba de las 
obligaciones incumbe a quien reclama su cumplimiento, en consecuencia es a la 
recurrente a quien correspondía probar la existencia del nexo causal 
indispensable para que surja la obligación de indemnizar, y al no hacerlo así es 
claro que la sentencia recurrida no comete la infracción que se le imputa, 
criterio éste sostenido reiteradamente por la Jurisprudencia de este Tribunal, 
por todas sentencia de 10 de Febrero de 1996”, y que, además, “la existencia 
de un daño, o lesión patrimonial traducible en una indemnización económica 
individualizada constituye el núcleo esencial de tal responsabilidad patrimonial; 
daño que ha de ser real y efectivo no traducible en meras especulaciones o 
simples expectativas y pesando sobre el interesado la carga de la prueba del 
mismo, sin que en el caso aquí enjuiciado haya existido probanza efectiva y 
concreta sobre la realidad material del daño sino una simple alegación de su 
existencia”. 
 
 El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non condicionantes de la 
prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva de causa a efecto entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente, o, como dice la expresión 
legal (artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre), de una lesión que 
sea “consecuencia de” los servicios públicos. 
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 Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987, y 8 de 
octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente de 
difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las reglas del 
criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta prueba, 
como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, tampoco 
la Administración tiene el deber jurídico de soportar la indemnización de unos 
daños que ella no ha causado. 
 
 La doctrina administrativa, tratando de definir la relación causal a los 
efectos de apreciar la existencia o no de responsabilidad para las 
Administraciones Públicas, se inclina por la tesis de la causalidad adecuada que 
consiste en determinar si la concurrencia del daño era de esperar en la esfera 
del curso normal de los acontecimientos, o si, por el contrario, queda fuera de 
este posible cálculo, de tal forma que sólo en el primer caso, si el resultado se 
corresponde con la actuación que lo originó, es adecuado a ésta, se encuentra 
en relación causal con ella y sirve como fundamento del deber de indemnizar. 
 
 Debe recordarse que la carga de la prueba pesa sobre la parte 
reclamante de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei 
qui agit y onus probandi incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
 
 En el caso que nos ocupa, el reclamante no ha probado, ni de modo 
indubitable ni de ningún otro, que el daño alegado haya sido causado por el 
mal funcionamiento de la Administración. Las afirmaciones contenidas en su 
escrito de reclamación no han sido ratificadas por testigos. Por parte del 
reclamante se señaló en su escrito inicial que iba a proponer testigos, pero sin 
indicar quiénes eran éstos. En el artículo 80 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, se dispone: “Los hechos relevantes para la decisión de un 
procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en 
derecho”. En cuanto a la prueba testifical, nos remitimos a la Ley 1/2007, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil, que en su artículo 362 señala que al proponer 
la prueba de testigos se expresará su identidad, con indicación en cuanto sea 
posible, del nombre, apellidos de cada uno, profesión, domicilio y residencia. 
También podrá hacerse la designación del testigo expresando el cargo que 
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ostentare o cualesquiera otras circunstancias de identificación, así como el lugar 
en que pueda ser citado. 
 

Por lo tanto, el reclamante no identifica ni indica dónde pueden ser 
localizados los testigos que hayan podido presenciar cómo tuvo lugar la caída. 
Existe por lo tanto una falta de prueba. A esto hay que añadir el informe de 18 
de octubre de 2006 del Jefe de Gestión Superior de Deportes, en el que se hace 
constar, por un lado, que la Federación de Natación es quien supervisa el 
correcto desarrollo de las pruebas y montaje de las competiciones y que ningún 
miembro de la Federación o juez, ni antes ni después de la competición del día 
5 de febrero de 2006, han manifestado ninguna deficiencia en la instalación; y, 
por otra parte, que en la instalación municipal de xxxxx se hace limpieza diaria 
por la empresa qqqqq en las distintas dependencias, como son, entre otras, 
vestuarios, servicios, bordes, canaletas, aulas, pasillos, almacenes, y 
concretamente la zona donde resbaló el interesado estaba limpia y seca al inicio 
de la competición. 
 
 Por otra parte hay que tener en cuenta la naturaleza de la competición, 
la cual produce desbordamiento del agua hacia las canaletas y baldosas 
estando estas húmedas durante la competición y siendo el calzado que utilizan 
los árbitros diferentes al que usan el resto de usuarios y competidores 
(zapatillas de piscina). El calzado de goma que según acredita el encargado de 
la instalación llevaba el mencionado juez, es inadecuado en dicha zona, 
pudiendo ser la causa de la caída. 
 
 Por lo tanto, los indicios señalados parecen indicar que podría concurrir 
el que se ha venido denominando por la doctrina y la jurisprudencia el riesgo 
general de la vida. Este criterio negativo de imputación objetiva a la 
Administración de un cierto resultado dañoso, aunque no está expresamente 
establecido por la ley, se infiere de nuestro global sistema de responsabilidad 
extracontractual. En este sentido procede citar las Sentencias del Tribunal 
Supremo de fecha 2 de enero, 28 de marzo y 2 de junio de 2000, entre otras. 
 

De acuerdo con este criterio, se trata de negar la responsabilidad por 
aquellos hechos dañosos que el perjudicado tiene el deber natural y social de 
asumir como una incidencia normal y esperable en el natural acontecer de su 
existencia. Es, en definitiva, una eventualidad en la que, por las circunstancias 
en que se produjo, no se aprecia la existencia de un título de imputación 
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adecuado y suficiente para declarar la responsabilidad patrimonial de la 
Administración municipal. 
 

En conclusión, no existiendo testigos directos del accidente cuyas 
declaraciones permitan determinar cómo se causó la lesión y correspondiendo  
–como señalamos anteriormente– la carga de la prueba a la parte reclamante, 
se considera que no se ha acreditado la relación de causalidad entre el servicio 
público y el daño producido, razón por la que procede desestimar la 
reclamación, al no concurrir los requisitos exigidos por el artículo 139 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos a causa de una caída en 
una piscina municipal. 
 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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